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Aguascalientes, Aguascalientes, a diecisiete de noviembre de dos mil veinte.

Sentencia definitiva, que confirma la resolución CG-R-22/2020, dictada por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.
 
GLOSARIO
	UPM:
	Partido Político Local “Unidos Podemos Más”


	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.


	INE:

	Instituto Nacional Electoral.

	IEE:
	Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.


	CG:
	Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.


	Resolución 
CG-R-22/2020:
	Resolución del Consejo General del Instituto Estatal Electoral, mediante la cual se pronuncia respecto del proyecto de dictamen de pérdida de registro del partido político Unidos Podemos Más, emitido por la junta estatal ejecutiva del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, en fecha diecinueve de octubre de dos mil veinte.


	Constitución Federal:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


	LGPP:
	Ley General de Partidos Políticos.


	LGIPE:
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.


	Código Electoral: 
	Código Electoral del Estado de Aguascalientes.


	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.


	Sala Regional Monterrey:
	Sala Regional Monterrey del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	
Suprema Corte:
	
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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1. ANTECEDENTES DEL CASO. Los hechos se suscitaron en el año dos mil veinte, salvo precisión en contrario.

1.1. Acuerdo para la verificación de padrones para la conservación del registro de los partidos políticos. El catorce de diciembre de dos mil dieciséis, el Consejo General del INE aprobó el acuerdo INE/CG851/2016, por el que se emitieron los “Lineamientos para la verificación de los padrones de afiliados de los partidos políticos locales para la conservación de su registro y su publicidad, así como criterios generales para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición de los datos personales en posesión de los sujetos obligados”. 

1.2. Acuerdo del Consejo General del INE. El veintiocho de marzo de dos mil diecisiete, el Consejo General del INE, aprobó el acuerdo INE/CG85/2017, por el que se establece el procedimiento para que el INE y los organismos públicos locales electorales verifiquen de manera permanente que no exista doble afiliación a partidos políticos registrados tanto a nivel nacional como local. 

1.3. Registro al partido político local UPM. El veintisiete de abril de dos mil dieciocho, el Consejo General del IEE, en la resolución CG-R-16/18, otorgó el registro al partido político local “Unidos Podemos Más”.

1.4. Aprobación de Reglamento.  El treinta de julio, el Consejo General del IEE, a través del acuerdo CG-A-16/2020, aprobó el Reglamento para la Constitución, Registro y Pérdida de Registro de los Partidos Políticos Locales en Aguascalientes.

1.5. Informe Final respecto al número mínimo de afiliaciones de los partidos políticos. El seis de octubre, el Consejo General del IEE, presentó el “Informe Final que rinde la coordinación de prerrogativas y partidos políticos, a través del Secretario Ejecutivo del Consejo General del IEE, respecto del número mínimo de afiliados y afiliadas de los partidos políticos locales y la distribución de los mismos en las demarcaciones territoriales, para la conservación de su registro”, bajo la clave CG-I-SE-08/2020.

1.6. Dictamen relativo a la pérdida del registro del partido político UPM. En sesión ordinaria de fecha diecinueve de octubre, la Junta Estatal Ejecutiva del IEE, analizó y aprobó el “Dictamen de pérdida de registro del Partido Político Local “Unidos Podemos Más”” por no contener el número mínimo de afiliados que establece la LGPP. 

1.7. Aprobación del dictamen relativo a la pérdida del registro de UPM. El veintinueve de octubre, el CG dictó la resolución CG-R-22/2020, en la que aprobó el dictamen de pérdida de registro del Partido Político “Unidos Podemos Más”. 

1.8. Inicio del PEL 2020-2021. El tres de noviembre, el CG declaró el inicio del Proceso Electoral Concurrente Ordinario 2020-2021. 

2. PRESENTACIÓN DE MEDIO DE IMPUGNACIÓN. Inconforme con tal determinación, el  partido político UPM, por conducto de su presidente y representante propietario ante el CG, presentó recurso de apelación. 

3. RECEPCIÓN Y TURNO. El  doce de noviembre, se recibió el expediente, el cual se radicó con el número TEEA-RAP-006/2020 y fue turnado a la ponencia del Secretario General de Acuerdos en funciones de Magistrado, Jesús Ociel Baena Saucedo.

5. RADICACIÓN, ADMISIÓN Y CIERRE DE INSTRUCCIÓN. En su oportunidad, el Secretario General de Acuerdos en funciones de Magistrado instructor radicó y admitió el recurso de apelación. Una vez substanciado el expediente, declaró cerrada la instrucción y formuló el proyecto de sentencia. 

CONSIDERANDOS

[bookmark: _Hlk499556802]PRIMERO. Competencia. En términos de los artículos 297, fracción II, 335, fracción II, 336 y 337 del Código Electoral, este Tribunal es competente para resolver el recurso de apelación interpuesto, al haber sido promovido por un partido político que controvierte una resolución emitida por el CG.

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de apelación, cumple con los requisitos de procedencia previstos en el artículo 302 del Código Electoral. 

a) Forma. La demanda fue presentada por escrito, se identifica el acto impugnado, enuncia los hechos y agravios en los que se basa la impugnación, los preceptos presuntamente violados, así como el nombre y firma autógrafa del promovente.

b) Oportunidad. La impugnación se interpuso en el plazo legal previsto en el artículo 301 del Código Electoral, teniendo en consideración que el acto reclamado le fue notificado al recurrente el tres de noviembre y la demanda fue presentada el día nueve de ese mismo mes y año, es decir, dentro de los cuatro días hábiles siguientes. No pasa desapercibido para este Tribunal que el PEL 2020-2021 dio inicio precisamente el día tres de noviembre, sin embargo, el acto reclamado se emitió antes del inicio de éste y la materia sobre la que versa, no es relativo al desarrollo del proceso electoral, por lo que no le rige la regla prevista por el artículo 300, párrafo primero del Código Electoral, que establece que todos los días y horas son hábiles en proceso.

c) Legitimación y Personería. El recurso de apelación fue promovido por el C. Heberto Vara Oropeza, en su calidad de presidente y representante del partido político local UPM ante el CG, lo que acreditó con la certificación que adjuntó a la demanda y se corrobora con el reconocimiento hecho por el Secretario Ejecutivo en el informe circunstanciado.

d) Interés Jurídico.  El actor tiene interés jurídico para promover el recurso de apelación, pues la resolución controvertida es atinente a la pérdida del registro de su representado partido político local, por lo que, con independencia de que le asista o no la razón en cuanto al fondo de la controversia, se cumple con el requisito de procedencia para su estudio. 

e) Definitividad. Se colma tal requisito, ya que, dentro del Código Electoral, no se prevé medio de impugnación diverso, por el que previamente se pueda combatir el acto que se impugna.

CUARTO. Cuestión previa. Para un mejor entendimiento del estudio de fondo, es pertinente precisar de antemano, que la resolución reclamada, determinó la pérdida del registro del partido político local UPM, con base en los siguientes fundamentos legales y argumentos: 

En la resolución impugnada, la autoridad responsable estableció que, una vez que el partido político local UPM, obtuvo su registro el veintisiete de abril del dos mil dieciocho, comenzó su vida como entidad de interés público, adquiriendo como fines, promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y, como organizaciones de ciudadanos y ciudadanas, hacer posible el acceso de la ciudadanía al ejercicio del poder público.

Que, para realizar esas funciones, los partidos políticos cuentan con una serie de derechos pero también un número importante de obligaciones establecidas por la norma; en concreto, para el caso que nos atañe, es la marcada en el artículo 10, numeral 2, inciso c)[footnoteRef:1], en correlación con el artículo 25, numeral 1, inciso c)[footnoteRef:2], ambos de la LGPP, que establece como obligación de los partidos políticos locales el mantener un mínimo de militantes, equivalente al 0.26% del padrón de la entidad utilizado en la elección local inmediata anterior, en cuando menos dos terceras partes de los municipios de la entidad. [1:  Artículo 10. …
2. Para que una organización de ciudadanos sea registrada como partido político, se deberá verificar que ésta cumpla con los requisitos siguientes: 
…
c) Tratándose de partidos políticos locales, contar con militantes en cuando menos dos terceras partes de los municipios de la entidad o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal; los cuales deberán contar con credencial para votar en dichos municipios o demarcaciones; bajo ninguna circunstancia, el número total de sus militantes en la entidad podrá ser inferior al 0.26 por ciento del padrón electoral que haya sido utilizado en la elección local ordinaria inmediata anterior a la presentación de la solicitud de que se trate.
]  [2:  Artículo 25. 
1. Son obligaciones de los partidos políticos: 
…
c) Mantener el mínimo de militantes requeridos en las leyes respectivas para su constitución y registro;
] 


Que, para el caso de Aguascalientes, el mínimo de militantes debe ser de 2,537 residentes en al menos ocho municipios, ya que son 975,691 las personas que integraron el padrón electoral en el Estado en la elección ordinaria anterior. 
Que tal información se dio a conocer a todos los partidos políticos locales y, en específico, a UPM se le notificó el ocho de enero de dos mil veinte, a través del oficio IEE/SE/0002/2020, a fin de que tuvieran certeza del número mínimo de afiliados y afiliadas con el que debería contar para conservar  su registro.

Que para velar por el cumplimiento de esta obligación y con base en los acuerdos INE/CG851/2016, INE/CG85/2017, INE/CG82/2020 e INE/CG192/2020, el IEE y el INE, realizaron de manera coordinada el procedimiento de verificación de afiliaciones de los partidos políticos locales. 

Que conforme se desprende del expediente de verificación, ambas instituciones dotaron a UPM de las herramientas suficientes para que siguiera conservando su registro, ya que le fueron proporcionadas las cuentas de acceso al sistema para la captura, carga y cancelación de registros,  se le informó del número correspondiente al 0.26% del padrón electoral utilizado en la elección local inmediata anterior en la entidad federativa y se le recordó del procedimiento de verificación del padrón de afiliados y afiliadas de los partidos políticos locales.

De igual forma, a través de diversos oficios se mantuvo informado a UPM de los resultados arrojados en el “Sistema de Verificación del Padrón de Afiliados de los Partidos Políticos”, haciéndole de su conocimiento que se encontraba por debajo del umbral requerido del 0.26%, ya que contaba únicamente con 1,465 personas afiliadas en el estatus de “válidos”, distribuidos en seis municipios de la entidad.

En tal virtud, se le otorgó su garantía de audiencia y se le dio oportunidad de subsanar cuarenta y tres afiliaciones duplicadas, arrojadas por el Sistema, a efecto de que éstas pudieran ser sumadas a los registros “válidos”; sin embargo, el partido político no presentó ningún formato de ratificación con firma autógrafa mediante el cual la o el ciudadano manifestara su deseo de continuar afiliado al partido correspondiente y renunciar a cualquier otro, por lo que subsistió el mismo número de afiliaciones, es decir, 1,465 personas en seis municipios del Estado, razón por la cual, no alcanzaba el número mínimo de afiliaciones de 2,537 personas, por lo que se le tuvo por no cumplida con la obligación establecida por los artículos 10, numeral 2, inciso c) y 25 numeral 1, inciso c) ambos de la LGPP.

En tal sentido, se determinó aprobar el dictamen emitido por la Junta Estatal Ejecutiva del IEE de declarar la pérdida de su registro, de conformidad con los artículos 94, numeral 1, inciso d) de la LGPP y 61 del Reglamento para la constitución, registro y pérdida de registro de los partidos políticos locales en Aguascalientes[footnoteRef:3].  [3:  Artículo 61.- En caso de que los Partidos Locales no consiguieran las afiliaciones necesarias para la conservación de su registro, el Instituto deberá iniciar el procedimiento de pérdida de este conforme a lo señalado en los artículos 94, párrafo 1, inciso d) y 95 párrafo 3 de la LGPP y 104 párrafo 1, inciso a) y r) de la LGIPE, así como lo dispuesto en el Título Tercero del Reglamento.] 


Ahora bien, en la demanda, el recurrente aduce que la resolución impugnada debe revocarse, ya que tiene sustento en el artículo 94, numeral, 1, inciso d) de la LGPP, el cual considera que es inconstitucional. 

Dicho precepto dispone lo siguiente: 

“Artículo 94.

1. Son causa de pérdida de registro de un partido político:
…
…
d) Haber dejado de cumplir con los requisitos necesarios para obtener el registro;”

También es importante tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 10 de la LGPP, ya que establece los requisitos para obtener el registro: 

“Artículo 10.

1. Las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse en partido político nacional o local deberán obtener su registro ante el Instituto o ante el Organismo Público Local, que corresponda.

2. Para que una organización de ciudadanos sea registrada como partido político, se deberá verificar que ésta cumpla con los requisitos siguientes:
…
c) Tratándose de partidos políticos locales, contar con militantes en cuando menos dos terceras partes de los municipios de la entidad o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal; los cuales deberán contar con credencial para votar en dichos municipios o demarcaciones; bajo ninguna circunstancia, el número total de sus militantes en la entidad podrá ser inferior al 0.26 por ciento del padrón electoral que haya sido utilizado en la elección local ordinaria inmediata anterior a la presentación de la solicitud de que se trate.”


Establecido el contexto y los fundamentos legales bajo los cuales la autoridad responsable determinó la cancelación del registro del partido político recurrente, ahora se hará la síntesis de los agravios propuestos por la parte quejosa.

QUINTO. SÍNTESIS DE AGRAVIOS. En esencia, el recurrente se duele de que la resolución impugnada, se fundamenta en una norma inconstitucional, y, por tanto, debe revocarse.

Aduce que el artículo 94, numeral 1, inciso d), de la Ley General de Partidos Políticos, es inconstitucional, a la luz de los siguientes agravios: 

1) Violación del principio de Supremacía Constitucional, debido a que tal porción normativa amplía las causales de pérdida del registro de un partido político local establecidos por el artículo 116 Constitucional, el cual únicamente prevé como supuesto para cancelar el registro, el no haber obtenido el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o legislativo locales. 

2) Vulneración del principio constitucional de confianza legítima. Considera transgredido el derecho humano a la seguridad jurídica en su vertiente de confianza legítima, en razón de que la resolución impugnada priva intempestivamente al partido político UPM y a sus militantes, de la confianza legítima en su derecho de participación política dentro del proceso electoral 2020-2021, dado que como su registro aconteció el veintisiete de abril de dos mil dieciocho, no han podido participar en un proceso electoral ordinario. 

Que al haber obtenido su registro como partido político, se creó la legítima expectativa de sus militantes de participar en la competencia electoral y el partido político es la vía idónea, por lo que la resolución impugnada los priva de ese derecho, sin mayor beneficio para el interés público.

3) Violación a los principios constitucionales de tipicidad y taxatividad,  ya que el precepto impugnado no prevé de manera clara y precisa las conductas ilícitas y las sanciones correspondientes. 

Señala que el precepto refiere de manera indeterminada, los supuestos específicos en los cuales se procederá a la cancelación del registro de un partido político local, remitiendo únicamente a una expresión genérica, lo cual violenta la certeza y la objetividad necesarias para su validez.

4) Violación al principio constitucional de proporcionalidad de la pena, ya que la pérdida de registro de un partido político, es una grave afectación a los derechos político-electorales de quienes lo conforma, además de que constituye la sanción más grave y trascendente que el derecho administrativo sancionador en materia electoral puede llegar a imponer a un instituto político. 

Aduce que tal sanción es desproporcionada, ya que la reducción del número de militantes, por debajo del 0.26%, no puede suponer, por sí misma, un agravio a algún valor o principio constitucionalmente tutelado, que justifique negar al partido político y a sus militantes, el derecho de asociación y participación política para el que se integraron como organización política.

5) Solicita a este Tribunal, que realice el test de proporcionalidad de la norma controvertida, para que pueda quedar en evidencia el ilegítimo menoscabo de los derechos político-electorales de los militantes del partido político UPM, por la cancelación de su registro.

Que la pérdida del registro por el motivo previsto por el artículo tildado de inconstitucionalidad, carece de una finalidad constitucionalmente válida.

Que el artículo 116, fracción IV, inciso f), Constitucional, establece el supuesto para la pérdida del registro de los partidos políticos, consistente en no obtener el tres por ciento de la votación válida emitida, el cual constituye el parámetro de control de la representatividad, legitimidad y subsistencia de las instituciones políticas, por lo que la disposición controvertida resulta inadecuada y desproporcional en relación a los derechos humanos subyacentes, por lo que es inconstitucional. 

6) Solicita que este Tribunal, al resolver la inconstitucionalidad que se denuncia, tome como un criterio orientador, el hecho de que la norma controvertida actualmente se encuentra en proceso de reforma por parte del Congreso de la Unión, para eliminar como causal de cancelación del registro, el no contar con el 0.26% de afiliados de acuerdo al padrón electoral de la elección ordinaria anterior.

Propone que la iniciativa de reforma legislativa para la eliminación del 0.26% como límite mínimo de militantes para conservar el registro, sea tomada en cuenta por este Tribunal para valorar si la disposición actual es proporcional y justifica una pena tan grave como la cancelación del registro del partido político UPM.

7) Finalmente, el recurrente aduce que la resolución impugnada, vulnera el artículo 105, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal, ya que se emitió cuatro días antes del inicio formal del PEL 2020-2021, siendo que, tal disposición establece que la leyes electorales federales y locales deberán promulgarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse.

En tal sentido, la responsable, al cancelar el registro del partido UPM, introdujo una modificación fundamental dentro del escenario político del Estado, apenas cuatro días antes del inicio formal del PEL 2020-2021.

SEXTO. Fijación de la litis. Conforme a los agravios expuestos por la parte recurrente, la litis se centra en determinar si la resolución que declaró la pérdida del registro del partido político UPM es contraria a derecho porque:

a) Se sustenta principalmente en un precepto legal que es inconstitucional (artículo 94, numeral 1, inciso d)  de la Ley General de Partidos Políticos).

b) Si la resolución contraviene el artículo 105, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal, porque se emitió cuatro días antes del inicio del PEL 2020-2021.

SÉPTIMO. Estudio de fondo. 

En primer lugar, es importante precisar que en la demanda que da origen al presente medio de impugnación, no se controvirtió el procedimiento de verificación de afiliaciones llevado a cabo por el IEE en coordinación con el INE, por lo que éste, al no ser impugnado, no es susceptible de ser analizado de oficio por este Tribunal, al tratarse de un recurso de apelación, donde no opera la figura de la suplencia de la queja.

De igual forma, la resolución reclamada, se analizará a la luz de los agravios expuestos por el recurrente.

Precisado lo anterior, ahora resulta pertinente referir que el control de constitucionalidad tiene como principal objetivo, la salvaguarda del principio de supremacía constitucional, previsto en el artículo 133 de la Constitución Federal.

Por lo que hace a la materia electoral, en la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete, el Constituyente Permanente determinó que el control de constitucionalidad se construye sobre el modelo siguiente:

A la Suprema Corte de Justicia de la Nación se le refrendó la competencia exclusiva para conocer, mediante el control abstracto, de las posibles contradicciones entre una norma de carácter general y la Constitución General de la República, en términos del artículo 105, fracción II, de la propia Ley Fundamental.

Por otra parte, a los órganos que conforman el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y a los tribunales electorales locales, les atribuyó el control concreto de constitucionalidad, al determinar que podrán resolver, en el caso concreto, la no aplicación de leyes sobre materia electoral contrarias a la Ley Fundamental, de acuerdo con lo previsto en el numeral 99 de la Constitución Federal. 

Con base en lo anterior, es que este Tribunal realizará el análisis de la constitucionalidad de la porción normativa impugnada.

1) El artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP no vulnera el principio de supremacía constitucional. 

En este agravio, el actor se duele de que la resolución impugnada se sustenta en un precepto que violenta la supremacía constitucional, puesto que conforme al artículo 116, fracción IV, inciso f)[footnoteRef:4], de la Constitución Federal, la única causa por la que un partido político local puede perder su registro, es por no obtener, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales; sin embargo, el precepto tildado de inconstitucional, amplía los supuestos para la pérdida del registro, lo que contraviene o no es acorde con la disposición constitucional. [4:  Artículo 116. (…)
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
f) Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en los asuntos internos de los partidos en los términos que expresamente señalen; 
El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no será aplicable para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales;
] 


Aduce que el constituyente, al haber establecido ese único supuesto, es congruente con el artículo 1° Constitucional, pues otorga la protección más amplia al derecho de asociación y participación política a los 1465 ciudadanos que fueron reconocidos por la responsable en la resolución impugnada y abona en la pluralidad de ofertas políticas que potencian el ejercicio del voto y el enriquecimiento de la democracia. 

Para este Tribunal, tal agravio es infundado, porque el quejoso parte de una premisa incorrecta, ya que, si bien, el artículo 116 Constitucional establece una causal de pérdida del registro de un partido político local, lo cierto es que el diverso dispositivo 41, base I, primer párrafo, de la Constitución Federal[footnoteRef:5], es el que prevé todo el régimen atinente a los partidos políticos. [5:  Artículo 41. 
(…)
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de género] 


Es decir, este último precepto establece el marco constitucional de los partidos políticos, pues prevé su naturaleza jurídica, fines, derechos, obligaciones, reglas de financiamiento y fiscalización, tiempos de radio y televisión, entre otros y, de manera expresa, establece que la ley secundaria determinará las normas y requisitos para el registro legal de los partidos políticos, así como sus obligaciones y prerrogativas correspondientes.

Por tanto, es el artículo 41 constitucional, base I, la que da sustento a la LGPP y, para el ámbito local, al “Reglamento para la constitución, registro y pérdida de registro de los partidos políticos locales en Aguascalientes”[footnoteRef:6]. [6:  En el caso específico, el 61.] 


En tal sentido, si bien el artículo 116 de la Constitución hace referencia a una causal de pérdida del registro de los partidos políticos, otra norma también de rango constitucional –el artículo 41 Constitucional-, establece que, las autoridades electorales podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que señalen la Constitución y la ley, lo cual da la pauta para la aplicación de la LGPP en todo lo concerniente a la constitución, permanencia y extinción de los partidos políticos locales. 

En ese aspecto, lo dispuesto por el artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP no vulnera el principio de supremacía constitucional, puesto que tiene su origen y fundamento en el artículo 41 Constitucional, del mismo rango que el 116, el cual otorga la facultad a la norma secundaria, para establecer los derechos, obligaciones y los supuestos en los cuales se puede dar la cancelación del registro a los partidos políticos.

Por esa razón, es posible concluir que los artículos 41 y 116 de la Constitución Federal y el 94 de la LGGP, de manera conjunta conforman un sistema de normas relativo al régimen de los partidos políticos, dentro del cual, se regulan lo atinente a la cancelación del registro de los partidos políticos, sin que, el hecho de que el 116 solo prevea una causal, ello sea excluyente para que en otras normas se establezcan diversas causas para la extinción del registro, o bien, que lo dispuesto por el artículo 94 de la LGPP, se contraponga a lo dispuesto por el 116 y con ello, vulnere la supremacía que tiene esta norma sobre la disposición legal.

2) El artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP no vulnera el principio de confianza legítima.

El quejoso considera que el artículo cuestionado contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales, en cuanto a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima.

Entendida esta última, como la tutela de las expectativas razonablemente creadas a favor del gobernado cuando le otorgó el registro al partido político UPM y a que la autoridad no puede modificar de forma imprevisible un acto, sino solo en casos que así lo exija el interés público.

En el caso concreto, considera transgredido el derecho humano a la seguridad jurídica en su vertiente de confianza legítima, en razón de que la resolución impugnada priva intempestivamente al partido político UPM y a sus militantes, de la confianza legítima en su derecho de participación política dentro del proceso electoral 2020-2021, dado que como su registro aconteció el veintisiete de abril de dos mil dieciocho, no han podido participar en un proceso electoral ordinario. 

Que al haber obtenido su registro como partido político, se creó la legítima expectativa de sus militantes de participar en la competencia electoral y el partido político es la vía idónea, por lo que la resolución impugnada los priva de ese derecho, sin mayor beneficio para el interés público.

Que las finalidades teleológicas del conjunto de la normativa electoral, radican en habilitar su competencia en el sistema electoral y no ser desaparecidos de forma previa a la competencia electiva.
Para el análisis de este agravio, es pertinente considerar que la Segunda Sala de la Suprema Corte ha señalado[footnoteRef:7] que, el principio de confianza legítima, consistente en “una manifestación del derecho a la seguridad jurídica, en su faceta de interdicción o prohibición de la arbitrariedad o del exceso, en virtud de la cual, en el caso de que la actuación de los poderes públicos haya creado en una persona interesada confianza en la estabilidad de sus actos, éstos no pueden modificarse de forma imprevisible e intempestiva, salvo el supuesto en que así lo exija el interés público”[footnoteRef:8]. [7:  Jurisprudencia 2a./J. 103/2018, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: CONFIANZA LEGÍTIMA. CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD. 10a. Época; Gaceta S.J.F.; Libro 59, octubre de 2018; Tomo I; Pág. 847; registro IUS: 2018050.]  [8:  Jurisprudencia 2a./J. 103/2018, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: CONFIANZA LEGÍTIMA. CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD. 10a. Época; Gaceta S.J.F.; Libro 59, octubre de 2018; Tomo I; Pág. 847; registro IUS: 2018050.] 

Por tanto, el objeto de tutela de la confianza legítima son las expectativas legítimas.
Para este Tribunal, el agravio es infundado porque en el sistema de partidos políticos, si bien el otorgamiento del registro a los partidos políticos, genera una expectativa legítima a sus militantes, de participación en los comicios postulando candidaturas y participando activamente en el proceso electoral, lo cierto es que tal derecho queda supeditado a la permanencia del instituto político, lo cual está sujeto al cumplimiento permanente de los requisitos para su constitución, como, en el caso específico, a la obligación de conservar un mínimo de afiliados.
Lo anterior, encuentra sustento en el sistema de partidos políticos establecido en el artículo 41 Constitucional y en la LGPP, de cuyo contenido se advierte que el otorgamiento del registro a los partidos políticos no es vitalicio, sino que se encuentra sujeto al cumplimiento de diversos requisitos, en virtud de que, precisamente, se trata de entes de interés público, que reciben recursos públicos y deben constituir una vía efectiva de acceso a los cargos públicos, además de fomentar la participación política.
De ahí que la ley estableció la obligación para tales entes, de refrendar de manera constante, que cumplan con los requisitos mínimos para poder subsistir. 
En tal sentido, si bien existe esa confianza legítima de participación en los comicios, ésta queda supeditada al cumplimiento permanente de los requisitos exigidos la norma, lo cual está determinado de manera previa a la constitución de los partidos políticos y en atención al principio de certeza.  
Ahora bien, la autoridad responsable no canceló el registro del partido político de manera arbitraria, sino que previo a ello, agotó el procedimiento de verificación previsto por el acuerdo INE/CG851/2016, por el que se emitieron los “Lineamientos para la verificación de los padrones de afiliados de los partidos políticos locales para la conservación de su registro y su publicidad”, lo cual quedó precisado en la resolución impugnada.

En tal sentido, no se puede afirmar, como lo hace el recurrente, que la autoridad, de manera unilateral y arbitraria, modificó la expectativa del partido político y de sus militantes, de participar en el PEL 2020-2021, sino que ello derivó de un procedimiento de verificación del cumplimiento de la obligación de contar con un mínimo de militantes, en el cual se le respetó su garantía de audiencia y del cual se obtuvo que el instituto político dejó de cumplir con uno de los requisitos para el registro, como lo es, el contar con un mínimo de afiliados, por lo que con ello, se actualizó una de las causales de pérdida del registro.

3) El artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP no viola los principios constitucionales de tipicidad y taxatividad.

En este agravio, el actor aduce que el precepto impugnado vulnera los principios constitucionales de tipicidad y taxatividad, ya que no prevé de manera clara y precisa las conductas ilícitas y las sanciones correspondientes. 

Señala que el artículo controvertido refiere de manera indeterminada, los supuestos específicos en los cuales se procederá la cancelación del registro de un partido político local, remitiendo únicamente a una expresión genérica, lo cual violenta la certeza y la objetividad necesarias para su validez.

Aduce que la expresión genérica “Haber dejado de cumplir con los requisitos necesarios para obtener el registro” deja indeterminado el sentido concreto de ¿a cuales requisitos específicos se refiere?, además de que no señala expresamente alguna disposición específica que los contenga o enumere de forma determinada y determinable, lo que lleva a la posibilidad de una multiplicidad de interpretaciones constitucionalmente inaceptables en términos de la certeza que caracteriza al régimen punitivo del Estado. 

Para este Tribunal, este agravio es infundado, en razón de lo siguiente:

En primer lugar, es importante tener en cuenta que la aplicación estricta de los principios de tipicidad y taxatividad, solo es para la materia penal y los procedimientos sancionadores en materia electoral.

Las autoridades administrativas cuentan con un marco legal flexible adaptable a la persecución de ciertos fines y que permita al modelo de regulación administrativa dar sentido al sistema jurídico, delimitando ciertas conductas, salvo la de aquellos fines vinculados con los ámbitos criminales reservados al campo de lo penal[footnoteRef:9]. [9:  Así lo determinó la Sala Superior en la sentencia dictada en el expediente SUP-JDC-72/2019, consultable en la liga electrónica: https://www.te.gob.mx/EE/SUP/2019/JDC/72/SUP_2019_JDC_72-853724.pdf
] 


En el presente caso, la pérdida del registro del partido político no es una determinación derivada de un procedimiento sancionatorio, sino de un procedimiento meramente administrativo de verificación del cumplimiento permanente de ciertos requisitos por parte de partidos políticos como entes de interés público, para conservar su registro, por lo que no le son aplicables tales principios de forma estricta como en la materia punitiva; sin embargo, las autoridades sí deben cumplir con el principio de legalidad.
En el caso concreto, el principio de taxatividad, entendido como la función de garantizar a las personas certeza jurídica sobre la existencia de conductas punibles, es decir, como la garantía de cierto grado de previsibilidad sobre acciones u omisiones que son consideradas irregulares y, en consecuencia, merecedoras de una sanción,[footnoteRef:10] sí se cumple.  [10:  Ferreres Comella, Víctor. 2002. El principio de taxatividad en materia penal y el valor normativo de la Jurisprudencia: (una perspectiva constitucional), Cívitas, Madrid, pág. 43
] 

Se afirma lo anterior, ya que del contenido del artículo 94 se desprende que los partidos políticos pueden perder su registro por diversos motivos y, si bien el dispositivo impugnado no enumera o da una lista de las causales para la pérdida del registro, sí nos remite a los requisitos para la obtención de éste. 
En tal orden, no podemos dejar de lado que las normas forman parte de un sistema y que deben interpretarse de manera armónica al conjunto de disposiciones de las que forman parte.
En el caso concreto, el artículo tildado de inconstitucional no se trata de una disposición aislada, sino que forma parte de un conjunto de normas que regulan todo el régimen de los partidos políticos, por lo que no puede interpretarse de manera aislada, sino como parte del grupo de normas, en el cual, se contiene un dispositivo que expresamente establece cada uno de los requisitos para la obtención del registro.
En tal sentido, la lectura del artículo 94, numeral 1, inciso d), nos remite necesariamente al precepto que regula los requisitos para obtener el registro, que en este caso es el artículo 10 de la LGPP, y establece que, al dejar de observar alguno de ellos, se configura la causal de pérdida del registro.
Así, se puede concluir que, contrario a lo expuesto por el recurrente, de la interpretación de los artículos 10 y 94 de la LGPP, los partidos políticos pueden conocer de antemano las causales por las que pueden perder su registro, que la norma que se cuestiona remite a una diversa que sí enumera los requisitos para obtener el registro y, por tanto, no existe esa falta de certeza de la que se duele el quejoso.

4) El artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP no viola el principio de proporcionalidad de la pena.

El recurrente se duele de que el precepto impugnado, viola el principio constitucional de proporcionalidad de la pena, ya que la pérdida de registro de un partido político, es una grave afectación a los derechos político-electorales de quienes lo conforma, además de que constituye la sanción más grave y trascendente que el derecho administrativo sancionador en materia electoral puede llegar a imponer a un instituto político. 

Aduce que tal sanción es desproporcionada, ya que la reducción del número de militantes, por debajo del 0.26%, no puede suponer, por sí misma, un agravio a algún valor o principio constitucionalmente tutelado, que justifique negar al partido político y a sus militantes, el derecho de asociación y participación política para el que se integraron como organización política.

Para este órgano colegiado, estos argumentos son infundados, por lo siguiente: 

Como ya se expuso en el estudio del agravio anterior, la pérdida del registro del partido político UPM no deriva de un procedimiento sancionatorio, por lo que no le aplican las reglas del derecho penal ni sancionatorio administrativo.

El régimen de la constitución y permanencia de los partidos políticos, pertenece al campo del derecho administrativo electoral.

Ahora bien, los partidos políticos tienen una serie de prerrogativas constitucionales, como es la de estar reconocidas como entidades de interés público, entre cuyas finalidades y actividades se encuentran las siguientes: 

· Promover la participación del pueblo en la vida democrática. 
· Contribuir a la integración de los órganos de representación política. 
· Hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que dichos entes postulan, mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. 

En tal sentido, el registro legal de los partidos políticos contiene efectos constitutivos, es decir, les otorga una garantía de permanencia, así como derechos y prerrogativas, pero también obligaciones de acuerdo a las funciones para las que fueron creados.

Así, las organizaciones que se constituyeron como partidos políticos, al obtener el registro, adquieren personalidad jurídica como personas morales de derecho público, con el carácter de entidades de interés público, que los dota de derechos, garantías, financiamiento público y prerrogativas electorales; pero, a la par, se sujetan a las obligaciones establecidas en la ley[footnoteRef:11] para garantizar su permanencia,  por lo que, de igual forma, se norman los supuestos de pérdida de registro o la cancelación de acreditación respectiva por no cumplir con sus fines y sus obligaciones.  [11:  Criterio que se sostuvo por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 170/2007. Así mismo al resolverse la acción de inconstitucionalidad 13/2005. ] 


En tal sentido, la pérdida del registro declarada por el CG, no deriva por la comisión de un acto infractor de la norma, sino por dejar de cumplir con una de sus obligaciones, como lo es contar con un número mínimo de afiliados, por lo tanto, no es una sanción respecto de la cual se tengan que justificar todos los elementos exigidos por el ámbito penal o administrativo sancionador, de individualización de la pena, sino por ubicarse en uno de los supuestos de pérdida del registro, que, se insiste, se encuentra dentro del ámbito administrativo electoral y no así en el punitivo.

Al margen de lo anterior, es importante precisar que el quejoso en su demanda no expone las razones por las cuales considera que la sanción es desproporcionada, sin embargo, como ya se dijo, la pérdida del registro no constituye una pena del ámbito penal o sancionatorio administrativo, que deba justificarse de la forma en que se hace en esas materias, es decir, graduando la gravedad de la falta y las circunstancias del infractor.

5) Test de proporcionalidad.
El recurrente, solicita a este Tribunal, que realice el test de proporcionalidad de la norma controvertida, para que pueda quedar en evidencia el ilegítimo menoscabo de los derechos político-electorales de los militantes del partido político UPM –en específico el de asociación política-, por la cancelación de su registro.

De acuerdo al planteamiento que hace el recurrente y las tesis que cita en su agravio[footnoteRef:12], es importante hacer énfasis en que el principio de proporcionalidad tiene una vinculación con el control de constitucionalidad y convencionalidad, que sirve para determinar si la restricción a un derecho fundamental se encuentra razonable y proporcionalmente justificada, debiendo considerar siempre el mayor beneficio y la menor restricción en el ejercicio de los derechos político-electorales de las personas, que, en el caso que nos compete y de la cual se queja el promovente, sería el derecho político electoral de asociación, para poder ser un partido político a nivel local. [12:  Tesis 1a. CCCIX/2014 (10a.), con número de registro: 20073442 bajo el rubro: “PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. SUS DIFERENCIAS CON EL TEST DE PROPORCIONALIDAD EN DERECHOS FUNDAMENTALES”.] 


El test de proporcionalidad, está vinculado con el propósito de contar con un método que transparente la forma en la cual un Tribunal analiza la racionalidad de las restricciones -no sólo a los derechos político electorales- y, además, justifique las distinciones que un legislador establece en las categorías normativas. 

A partir del agravio planteado, este Tribunal advierte que, a fin de comprobar la constitucionalidad de la restricción controvertida por el actor, resulta necesario realizar un test de proporcionalidad de la medida. 
En tal sentido, la Suprema Corte ha establecido[footnoteRef:13] que para validar las restricciones de derechos, es necesario verificar que se satisfagan, al menos los siguientes requisitos: [13:  Tesis 1a. CCLXV/2016 (10a.), Con número de registro: 2013143 bajo el rubro: “PRIMERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. IDENTIFICACIÓN DE UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA”.] 


a) Que la intervención legislativa persiga un fin constitucionalmente válido;
b) Que la medida resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional;
c) Que no existan medidas alternativas igualmente idóneas para lograr dicho fin, pero menos lesivas para el derecho fundamental que se controvierte; y 
d) Que el grado de realización perseguido, sea mayor al grado de afectación provocado al derecho fundamental por la medida impugnada. 

La primera etapa del análisis, presupone la idea de que no cualquier propósito puede justificar la limitación a un derecho fundamental. En efecto, los fines que pueden fundamentar la intervención legislativa al ejercicio de los derechos fundamentales tienen muy diversa naturaleza: valores, intereses, bienes o principios que el Estado puede perseguir. 

Así, los derechos fundamentales, los bienes colectivos y los bienes jurídicos garantizados como principios constitucionales, constituyen fines que legítimamente fundamentan la intervención del legislador en el ejercicio de otros derechos.

En una segunda etapa, el juzgador debe revisar la idoneidad de la medida, lo cual presupone la existencia de una relación entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el propósito que busca el legislador. 

La tercera etapa, consistente en el examen de necesidad, implica corroborar, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen con menor intensidad el derecho fundamental afectado. 

Lo anterior supone hacer un catálogo de medidas alternativas y determinar el grado de idoneidad de éstas, es decir, evaluar su nivel de eficacia, rapidez, probabilidad o afectación material de su objeto. Este escrutinio puede acotarse ponderando aquellas medidas que el legislador consideró adecuadas para situaciones similares, o bien las alternativas que en el derecho comparado se han diseñado para regular el mismo fenómeno.

Finalmente, la cuarta etapa del test, o examen de proporcionalidad en sentido estricto, consiste en efectuar un balance o ponderación entre dos principios que compiten en un caso concreto. Dicho análisis requiere comparar el grado de intervención en el derecho fundamental que supone la medida legislativa examinada, frente al grado de realización del fin perseguido por ésta. 

Es decir, en esta etapa se realiza una ponderación entre los beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos que necesariamente se producirán desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados. 

En consecuencia, la medida impugnada sólo será constitucional si el nivel del fin constitucional que persigue el legislador es mayor al nivel de intervención en el derecho fundamental. En caso contrario, la medida será desproporcionada, y por tanto, inconstitucional. 

Una vez establecido lo anterior, lo procedente es realizar el examen de proporcionalidad señalado. 

a) FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO. El artículo 31 Constitucional, establece el derecho político-electoral de asociarse para conformar partidos políticos.

Justamente, los partidos políticos son una de las instituciones fundamentales del Estado y en México, el artículo 41 la Constitución Federal los reconoce como “entidades de interés público”, estableciendo sus derechos, obligaciones y prerrogativas.

Los partidos políticos, se conducen de acuerdo con ciertos principios e ideas con dos objetivos fundamentales: 1) canalizar y transmitir los intereses y demandas de la población para que sean consideradas en la toma de decisión gubernamental; y, 2) posibilitar la participación de la población en el proceso político por medio de la elección de los representantes populares que ejercen el poder político.

Para lograr estos objetivos, los partidos políticos reciben un financiamiento público, tienen acceso a tiempos radio y televisión y gozan de múltiples derechos que los reconocen como elementos esenciales de la democracia. 

Sin embargo, dada su trascendencia en la vida pública y política, por ser la vía de acceso para los cargos de elección popular que dirigirán a la Nación, estados y municipios, también tienen obligaciones ante las autoridades electorales, sus militantes y los ciudadanos, tales como garantizar posibilidades reales y eficaces de competitividad frente a los demás partidos políticos, sobre todo porque reciben recursos públicos.  

Estas obligaciones derivan de la Constitución y, por disposición del artículo 41 Constitucional, también de las leyes secundarias. 

Dicho dispositivo constitucional, expresamente establece que el régimen de los partidos políticos se encuentra condicionado a cumplir ciertos requisitos, los cuales puede establecer el poder legislativo con libertad configurativa, que, en este caso, es a través de la LGPP, siempre y cuando sean requisitos y obligaciones razonables.  

Por ello y en relación al caso concreto que se analiza, el artículo 10 de la LGPP estableció en su numeral 2, inciso c), que para constituir un partido político, deberá contarse con una base mínima de afiliados, el equivalente al 0.26% del padrón de la entidad, utilizado en la elección local inmediata anterior, en cuando menos dos terceras partes de los municipios de la entidad. 

Por su parte, el artículo 25 de la LGPP establece que es una obligación de los partidos políticos mantener el mínimo de militantes requeridos en las leyes respectivas para su constitución y registro.

De igual forma, el artículo 94, numeral 1, inciso d), estableció que un partido perderá su registro si deja de cumplir con los requisitos necesarios para el registro.

En el caso del Estado de Aguascalientes, un partido político local debe contar con un mínimo de militantes de 2,537 residentes en al menos ocho municipios, ya que existen 975,691 personas que integran el padrón electoral en el Estado de la elección local ordinaria inmediata anterior. 

La finalidad de esta condición para conservar el registro, es demostrar que el partido político cuenta con una popularidad aceptable y un mínima de participación de la  ciudadanía dentro del partido, y con ello, que se encuentre con posibilidades de contender con una eficiencia competitiva frente a los demás partidos políticos, de forma que se justifique, en su oportunidad, que se le otorguen los recursos públicos necesarios para su desarrollo, entre otras tantas prerrogativas ya mencionadas con antelación. 

Conforme a lo anterior, si bien es innegable el derecho fundamental de asociación para conformar un partido político y participar en las elecciones, tal derecho no puede ser ilimitado, puesto que el partido político debe cumplir con los fines para los cuales fueron creados por el Constituyente.

En tal sentido, dadas las funciones y finalidades de los partidos políticos como entes públicos, es constitucionalmente válido y justificado, que se les pida contar con un mínimo de afiliados para poder conservar su registro, consistente en el número de afiliados que se le pide para su registro, pues debe garantizar que cuenta con las condiciones mínimas necesarias para contender con cierto grado de competitividad frente a los demás partidos políticos, porque, si no es capaz de conservar al menos el número de militantes que tenía al momento de obtener el registro, difícilmente puede garantizar que será competitivo frente a los demás partidos en los comicios.

Por lo antes expuesto, es que es posible concluir que la norma examinada tiene un fin constitucionalmente válido. 

B) IDONEIDAD DE LA MEDIDA[footnoteRef:14]. El legislador estableció en el artículo 10 numeral 2, inciso c) de la LGPP, que para constituir un partido político, se requiere contar con una base porcentual mínima de militantes del 0.26% del padrón electoral que haya sido utilizado en la elección local ordinaria inmediata anterior. [14:  Tesis: 1a. CCLXVIII/2016, bajo el número de registro: 2013152 con el rubro: SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA.

] 


La finalidad de la medida es acreditar un cierto grado de representatividad, ya que los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, pero además, reciben recursos públicos. 

En tal sentido, si el partido político deja de contar con ese número mínimo de militantes con los que se constituyó, deja en evidencia que no cuenta con el grado mínimo de representatividad que tenía cuando se le otorgó el registro y por tanto, deja de cumplir con uno de sus fines.

La porción normativa tildada de inconstitucional, establece que será motivo de pérdida del registro el dejar de contar con el número mínimo de militantes que acreditó al momento de su registro, por lo que no exige un número mayor al solicitado en su registro, sino la misma cantidad, por lo que no resulta ser una medida excesiva o desproporcionada para un partido político local.

De no exigirse la conservación de un número mínimo de militantes, nos encontraríamos en el absurdo de que en la actualidad, existieran partidos políticos con muy pocos militantes, que no representarían una competencia efectiva, pero aún así, gozan del presupuesto público, es decir, de un partido político que no está en posibilidad reales de cumplir con sus objetivos ni es efectivo, pero al cual se le dotan de los recursos como si lo fuera.

En tal sentido, resulta lógico que, si para constituir un partido político se deban cubrir ciertos requisitos, al dejar de cumplirlos, se cancele el registro.

c) NO EXISTAN MEDIDAS ALTERNATIVAS IGUALMENTE IDÓNEAS PARA LOGRAR DICHO FIN[footnoteRef:15]. El test de necesidad se basa en la premisa consistente en que el uso de medio de la ley se requiere sólo si el fin no puede ser alcanzado a través a través de otro medio legislativo hipotético, que satisfaga igualmente el test de la conexión racional e implicara un menor nivel de restricción al derecho de afiliación. [15:  Tesis: 1ª. CCLXX/2016, con el número de registro: 2013154, bajo el rubro: “TERCERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA NECESIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA. ] 


Es decir, el examen de necesidad implica corroborar, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que se persiguen y, en segundo determinar si estas alternativas intervienen con menos intensidad el derecho fundamental afectado.

De tal forma, para superar el test de necesidad de los medios definidos por la ley, surge del hecho de que no existe otra alternativa hipotética que sea menos dañina para el derecho en cuestión y al mismo tiempo, fomente el fin de la ley.

Ahora bien, en el artículo 10 de la LGPP, el legislador estableció los requisitos que deben cumplir las agrupaciones de ciudadanos para obtener su registro como partidos políticos, los cuales encuentran su razón de ser en las finalidades y objetivos que persiguen tales entes públicos.

El inciso c) del numeral 2, de dicho precepto, establece la obligación que tienen todos los partidos políticos locales de garantizar una representatividad mínima, la cual, a consideración del legislador, se acredita al contar con número de militantes equivalente al 0.26% del padrón electoral de la elección inmediata anterior.

En tal sentido, la representatividad garantiza un cierto grado de competitividad en los comicios, por lo que, si deja de cumplirlo, el partido político deja de cumplir uno de sus fines y por tanto, desnaturaliza su existencia, por lo que la pérdida del registro se constituye como una consecuencia natural de la imposibilidad del cumplimiento de sus fines.

Dada la naturaleza de tal requisito, este Tribunal no advierte una medida alterna para alcanzar la finalidad que persigue el legislador con la implementación de la consecuencia en análisis, que pueda ser menos dañina a los derechos fundamentales de los militantes del partido político que pierde el registro, ya que ninguna otra medida podría subsanar la falta de representatividad y lograr que el partido político sea competitivo de manera efectiva en los comicios, de ahí que se estime superado el test de necesidad.

d) GRADO DE REALIZACIÓN PERSEGUIDO SEA MAYOR AL GRADO DE AFECTACIÓN PROVOCADO. En esta última fase del test de proporcionalidad, corresponde realizar finalmente un examen de proporcionalidad en sentido estricto, el cual consiste en efectuar un balance o ponderación entre dos principios que compiten en un caso concreto.

En esta etapa se realiza una ponderación entre los beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos que necesariamente se producirán desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados. 

En consecuencia, la medida impugnada sólo será constitucional si el nivel del fin constitucional que persigue el legislador es mayor al nivel de intervención en el derecho fundamental. En caso contrario, la medida será desproporcionada, y por tanto, inconstitucional. 

En el asunto que nos ocupa, se considera que la restricción analizada es proporcional en sentido estricto, toda vez que no se trata de una limitación total al derecho de asociación para conformar un partido político, sino que lo que pretendió el legislador es conseguir una armonía entre el derecho de asociación y la permanencia de los partidos políticos, es decir, se trata de una limitación de intensidad leve. 

Lo anterior, ya que los partidos políticos tienen la obligación de conservar un grado de representatividad, a fin de sostener un nivel de competitividad moderado contra otros partidos políticos locales que se encontraran en una contienda de un PEL.

En ese sentido, el interés público en las funciones de los partidos políticos se encuentra por sobre el derecho de cada uno de los militantes, pues el partido político tiene un impacto social, de interés público, es una de las vías para el acceso a los cargos públicos y recibe financiamiento con recursos del erario, por lo que el grado de afectación que sufre la sociedad con la existencia de partidos políticos que no cumplan con sus fines, es mayor al que sufren los militantes del partido político cuyo registro se canceló.

Es preciso decir también, que la cancelación del registro del partido político no anula el derecho de asociación política de los militantes, pues éstos quedan en aptitud de conformar uno diverso sí es su deseo continuar con el ejercicio de tal derecho o afiliarse a otro ya existente.

Lo anterior es congruente con los fines del principio de proporcionalidad, que es alcanzar una racionalidad justa en caso de colisión entre principios constitucionales y en restricciones legislativas a los derechos fundamentales. 

Es decir, en principio hay una restricción al derecho de asociación política, con la cancelación del registro, sin embargo, es mayor el interés público en las actividades encomendadas a los partidos políticos, además de que, como ya se dijo, los militantes pueden volver a ejercer su derecho político de asociación, ya sea conformando un nuevo partido político, o afiliándose a uno de los ya existentes.

Conforme a lo antes expuesto, es posible concluir que el grado de realización perseguido es mayor al grado de afectación provocado.

En las condiciones antes relatadas, la norma analizada, supera el test de proporcionalidad y, en tal sentido, no contraviene a la Constitución Federal.

6) No ha lugar a considerar como “criterio orientador” la iniciativa de reforma del artículo 94, numeral 1, inciso d), de la LGPP.

En este agravio, el quejoso solicita a este Tribunal, que tome en consideración que la norma controvertida actualmente se encuentra en proceso de reforma por parte del Congreso de la Unión y que tal circunstancia debe ser valorada en esta instancia judicial, como un criterio orientador, a efecto de resolver la inconstitucionalidad que se denuncia. 

Propone que la iniciativa de reforma legislativa para a la eliminación del 0.26% como límite mínimo de militantes para conservar el registro, sea tomada en cuenta por este Tribunal para valorar si la disposición actual es proporcional y justifica una pena tan grave como la cancelación del registro del partido político UPM.

A consideración de este Tribunal, dicho argumento resulta infundado, ya que de acuerdo a los datos que arroja la página oficial de la Cámara de Diputados[footnoteRef:16], en relación a las “INICIATIVAS PRESENTADAS POR DIPUTADO EN LA LXIV LEGISLATURA TURNADAS A COMISIÓN”, ésta se encuentra con el estatus de pendiente. [16:  http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/curricula.php?dipt=460] 


En tal sentido, lo resuelto por la Comisión de Gobernación y Población de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el día cinco de diciembre de dos mil diecinueve, no resulta vinculante para este órgano jurisdiccional, ya que no se ha aprobado tal reforma, puesto que no ha culminado el conjunto de actos y procedimientos que en materia legislativa, que conllevan a la formación de una ley y su entrada en vigor. 

Ahora bien, la SCJN[footnoteRef:17], ha establecido que un criterio orientador solo constituye un parámetro, una guía, una pauta, una categoría que ayuda a ilustrarnos para resolver un caso, que no es obligatorio, ni vinculante, por lo que una autoridad puede tomarlo en consideración o no, ya que cuenta con una facultad discrecional para elegir. Sin embargo, en el caso concreto, la figura del criterio orientador no es posible bajo ninguna óptica. [17:  https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/paginas/DetalleGeneralScroll.aspx?id=40718&Clase=VotosDetalleBL
] 


Lo anterior, porque con base en los principio de legalidad y certeza jurídica previstos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, las autoridades están obligadas a cumplir y a sujetarse a las reglas establecidas por la normativa vigente, máxime las autoridades jurisdiccionales, quienes tienen como encomienda, aplicar las normas y revisar que los actos de autoridad se sujeten a las normas vigentes.

En tal orden, sería un contrasentido y una violación a los principios constitucionales ya referidos, declarar la inconstitucionalidad e inaplicar una norma vigente, bajo un criterio contrario al establecido por la norma vigente, teniendo como base una propuesta de reforma que aún no ha sido aprobada bajo los parámetros establecidos por la propia Constitución Federal y a las Constituciones locales y que, de manera eventual, podría no aprobarse.

Ninguna autoridad, pero mucho menos una autoridad jurisdiccional que tiene como función velar por el cumplimiento exacto de la ley, puede apartarse de lo que dispone una norma vigente al momento en que se emitió el acto de autoridad, aplicando un criterio contenido en una iniciativa que aún no tiene la categoría de ley, de ahí lo infundado del planteamiento del recurrente.

7) La resolución impugnada no violenta lo consignado por el artículo 105, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal.

Finalmente, el recurrente aduce que la resolución impugnada, vulnera el artículo 105, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal, ya que se emitió cuatro días antes del inicio formal del PEL 2020-2021, siendo que, tal disposición establece que la leyes electorales federales y locales deberán promulgarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse.

Refiere que, de una interpretación extensiva del artículo 105 Constitucional, se debe considerar que, dada su temporalidad, la resolución de la responsable es contraria al espíritu de tal disposición, ya que la cancelación del registro del partido político UPM, violenta el principio de certeza del conjunto de electores y de los militantes del instituto político, al realizar una modificación fundamental al escenario político del Estado, apenas cuatro días antes del inicio formal del PEL 2020-2021 

Este agravio es infundado, ya que el promovente parte de una interpretación errónea de dicho artículo, ya que el numeral mencionado, está referido únicamente a las leyes electorales federales y locales. 
La Suprema Corte en diversas acciones de inconstitucionalidad, ha sostenido[footnoteRef:18] que este precepto establece una obligación y una prohibición en torno a las leyes electorales, respecto de su promulgación, publicación y reforma.  [18:  Como ejemplo de estos precedentes, pueden citarse, entre otros, la acción de inconstitucionalidad 61/2012, bajo la Ponencia del Ministro Aguilar Morales; la acción de inconstitucionalidad 139/2007, bajo la Ponencia de la Ministra Sánchez Cordero; así como la acción de inconstitucionalidad 41/2008, bajo la Ponencia del Ministro Góngora Pimentel.] 

Por tanto, dicho artículo constitucional, de manera expresa y precisa se refiere a normas generales, entendidas éstas como leyes ordinarias, federales o locales, expedidas por los órganos legislativos.
Lo anterior, cobra sentido porque las leyes dan la pauta y el marco que regirá de manera general, los procesos electorales.
En cambio, en el caso concreto, la resolución impugnada se trata de una resolución de una autoridad administrativa electoral, como lo es el Consejo General, que declaró la pérdida del registro de un partido político local, que solo impacta al partido político en lo particular, no así el curso del proceso electoral.
Es decir, la resolución controvertida no se trata de una disposición de carácter general, abstracta, impersonal, aplicable a todos los participantes de los procesos electorales, que eventualmente pudiera dar pauta para una interpretación extensiva del artículo 105 Constitucional, por compartir las características de las normas, sino que, por el contrario, se trata de una resolución relativa a un partido político local en particular, cuya pérdida del registro no modifica las reglas que rigen los procesos electorales.
Es decir, la resolución impugnada no afecta ninguna de las etapas del  proceso electoral.
Finalmente, es importante referir, que los acuerdos del INE que ordenan la verificación del cumplimiento de la obligación de mantener vigente el número de militantes, datan del año dos mil dieciséis. 
En estas condiciones, ante lo infundado de los agravios del recurrente por los motivos expuestos en el presente fallo, es que este Tribunal, debe confirmar la resolución impugnada.

RESOLUTIVOS.

ÚNICO. Se confirma la resolución impugnada. 

NOTIFIQUESE y, en su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de la Magistrada y Magistrados que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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